PROYECTO DE LEY


El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de: 

Ley de Amparo 

CAPITULO I

Ámbito de la acción de amparo

ARTICULO 1º. La acción de amparo procederá contra todo acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, que lesione, amenace o restrinja, en forma actual o inminente, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de cualesquiera de los derechos individuales y colectivos reconocidos explícita o implícitamente en la Constitución nacional y en la Constitución provincial, incluyendo los establecidos en los tratados internacionales sobre derechos humanos que tengan, o lleguen a obtener en el futuro, jerarquía constitucional.

ARTICULO 2º. La acción de amparo no procederá:


a) Cuando se puedan utilizar con efectividad los remedios ordinarios administrativos y judiciales. El amparo resultará siempre procedente si el recorrido por las vías ordinarias puede causar un daño grave e irreparable al afectado.


b) Contra Leyes o contra actos jurisdiccionales emanados del Poder Judicial.


c) Cuando se trate de la restricción de la libertad corporal, en que corresponda la garantía del hábeas corpus.


d) Cuando no se la haya interpuesto dentro de los sesenta (60) días hábiles a partir de la fecha en que el afectado tomó conocimiento del acto, hecho, decisión u omisión que considera violatorio del derecho o garantías constitucionales.


No existirán otras excepciones a la procedencia de la acción de amparo que las precedentes.


En caso de duda el Juez o Tribunal deberá brindar la tutela inmediata y efectiva que la acción de amparo requiera.

CAPITULO II

Órgano Judicial Competente
ARTICULO 3º.  Será competente para entender en esta acción el Juez o Tribunal de Primera Instancia del lugar en que el acto u omisión se exteriorice o produzca efectos, aplicándose las reglas de competencia por materia, turno y grado.

ARTICULO 4º. En casos de extrema urgencia, la presente acción podrá ser interpuesta ante cualquier Juez, quien deberá instruir las medidas que no admitan dilación e inmediatamente girar las actuaciones para su radicación definitiva a la justicia con la competencia ordinaria antes citada. 

CAPITULO III

Legitimación activa
ARTICULO 5º. La acción de amparo podrá ser interpuesta por toda persona interesada, por sí o por apoderado. Cuando aquel estuviere imposibilitado de ejercerla, podrá, en su nombre articularla un tercero, sin perjuicio de la responsabilidad de éste si hubiera actuado en forma maliciosa. 


Se hallan legitimados para deducirla las personas físicas o jurídicas, los partidos políticos, las entidades con personería profesional o gremial, y las asociaciones que sin revestir el carácter de personas jurídicas, justificaren, mediante la exhibición de sus estatutos, que no contrarían una finalidad de bien público.

ARTICULO 6º. Cuando el amparo se interpusiere contra cualquier forma de discriminación, y en lo relativo a derechos que protegen el medio ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, tendrán legitimación activa para demandarlo el afectado, aunque no sea titular de un derecho subjetivo o un interés tutelado por el ordenamiento jurídico, el Ministerio Público, el Defensor del Pueblo, los partidos políticos, los órganos de control y fiscalización del funcionamiento de las empresas y servicios públicos privatizados, y las entidades con personería profesional o gremial, las organizaciones no gubernametales y las entidades de bien público.

CAPITULO IV

Procedimiento 

ARTICULO 7º. La acción de amparo tramitará por las disposiciones de la presente Ley y le serán supletoriamente aplicables las normas del Código Procesal Civil y Comercial. Su trámite será sumarísimo. El Juez o Tribunal interviniente tendrá amplias facultades para acelerar y simplificar el trámite mediante formas más sencillas, si las considera mejor adaptadas a la cuestión planteada. Podrá disponer de oficio todas las medidas o diligencias, de cualquier 

carácter que fueren, que considere conducente para la más urgente resolución de la cuestión planteada. Rechazará sin más trámite las que considere meramente dilatorias.

ARTICULO 8º. La demanda deberá presentarse por escrito y contendrá:


a) El nombre, apellido, y domicilio del accionante;


b) La justificación de la personería invocada, conforme a las leyes que rigen la materia.


c) La individualización del autor del acto lesivo que originó el pedido de amparo.


d) La relación circunstanciada de los hechos, actos u omisiones que han producido, o estén en vías de producir, la lesión de derechos cuyo amparo se pretenda.


e) La petición en términos precisos y claros.

ARTICULO 9º.  Con el escrito de demanda el actor acompañará la prueba documental de que disponga o la individualizará, de no encontrarse en su poder. Deberá indicar, asimismo, los demás medios de prueba de que pretenda valerse, si no estuviesen acreditados "in continenti" los extremos en los que la funda. 


Individualizará los testigos que proponga y acompañará los interrogatorios respectivos. 
Es carga de las partes hacer comparecer a los testigos al Juzgado, cualesquiera fueran sus domicilios, en la oportunidad de la audiencia de recepción de la prueba y sin perjuicio de requerir su comparendo por la fuerza pública.


 Sólo se admitirá la prueba de absolución de posiciones, cuando el hecho, acto u omisión emanare de particulares, en cuyo caso deberá acompañarse el pliego con el escrito de demanda.

ARTICULO 10º.  Si la acción fuera notoriamente improcedente, por no cumplir con los recaudos establecidos en el apartado segundo del artículo 20 de la Constitución de la Provincia, o los establecidos en la presente Ley, el Juez o Tribunal así lo declarará sin más substanciación, ordenándose el archivo de las actuaciones. Esta resolución será apelable en los términos del artículo 20º.

ARTICULO 11º.  Cuando la acción fuera formalmente procedente y se tratare de acto, hecho, decisión u omisión del Estado o de alguno de sus agentes, el Juez o Tribunal solicitará en el auto que así lo declare, un informe circunstanciado acerca de los antecedentes de las medidas impugnadas y sus fundamentos, el que deberá ser evacuado en el plazo máximo de tres (3) días improrrogables, que se podrán ampliar de acuerdo a la distancia.  


Con el pedido de informes se acompañarán copia del escrito de demanda y la documentación que corresponda.



ARTICULO 12º: Cuando se tratare de acto, hecho, decisión u omisión de un particular, el Juez o Tribunal señalará una audiencia a celebrarse dentro del tercer día, a la que deberán comparecer las partes por sí o mediante apoderado. 


La notificación al accionado se hará con entrega de copias, con habilitación de días y horas inhábiles.


El accionado tendrá la carga de contestar la demanda y ofrecer la prueba de que intentare valerse, la que se producirá en el mismo acto de la audiencia.

ARTICULO 13º. Evacuado el informe a que se refiere el artículo 11º, o transcurrido el plazo conferido sin que el requerido se hubiese presentado, no habiéndose ofrecido prueba, se 

dictará sentencia fundada dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, concediendo o denegando el amparo.


Si alguna de las partes hubiere ofrecido prueba deberá ordenarse su inmediata producción, a cuyo fin se fijará la audiencia respectiva, la que deberá tener lugar dentro del tercer día de evacuado el informe o contestada la demanda, o de haber vencido el plazo conferido para hacerlo.

ARTICULO 14º: A petición de parte o de oficio, el Juez o Tribunal dictará las providencias del caso para que las diligencias de prueba se practiquen dentro del plazo mencionado en los artículos 12 y 13. 


Podrá decretar para mejor proveer, en cualquier estado de la instancia, medidas que serán cumplidas en el mismo día. Igual facultad podrá ejercer, dentro del mismo término, el Tribunal de grado. La prueba deberá ser recibida personal e inmediatamente por el Juez o Tribunal, sin poder delegarse.

CAPITULO V

Sentencia
ARTICULO 15º. Producida la prueba o vencido el plazo para producirla, y practicadas las medidas dispuestas para mejor proveer, el Juez o Tribunal dictará sentencia dentro de las cuarenta y ocho (48) horas. 

ARTICULO 16º. Si la sentencia concediera el amparo, al mismo tiempo que se notifique a las partes, se despachará el mandamiento respectivo que deberá contener: 


a) La expresión concreta del particular, órgano o agente estatal a quien se dirija y contra cuyo acto, hecho, decisión u omisión se concede el amparo.


b) La determinación precisa de lo que debe o no hacerse.


c) El plazo para el cumplimiento de lo resuelto que en ningún caso podrá exceder de veinticuatro (24) horas.


Al sentenciar, el Juez o Tribunal, a pedido de parte o de oficio, podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesivos, así como también si alguna de las partes hubiere actuado en forma maliciosa. 

ARTICULO 17º. El mandamiento se diligenciará sin demora alguna. El órgano o agente estatal a quien se dirija deberá cumplirlo sin que pueda oponer excusa alguna, ni ampararse en obediencia jerárquica. Si por cualquier circunstancia el mandamiento no pudiera diligenciarse con la autoridad a la cual está dirigido, se entenderá con su reemplazante, o a falta de éste, con su superior jerárquico.

ARTICULO 18º. Cuando el amparo se acuerde contra acto, hecho, decisión u omisión de un particular, bastará notificarle por el medio fehaciente más rápido en el domicilio donde fue citado y notificado de la demanda, sin perjuicio de las medidas que para un mejor cumplimiento de la sentencia disponga el Juez o Tribunal. 

ARTICULO 19º. La sentencia de amparo deja subsistente el ejercicio de las acciones y recursos que puedan corresponder al accionante con independencia del  amparo. 

CAPITULO VI

Recursos

ARTICULO 20º. Contra la sentencia y en los casos de los artículos 10 y 25 procede el recurso de apelación, que será concedido en relación y con efecto devolutivo cuando se acoja el amparo o se haga lugar a la medida de no innovar, salvo cuando su cumplimiento pudiere ocasionar un perjuicio irreparable, en cuyo caso se otorgará con efecto suspensivo.


Si la sentencia rechaza la demanda la apelación se concederá en ambos efectos.


En el supuesto de admitirse las medidas previstas en el artículo 25, el recurso de apelación siempre será concedido en relación y con efecto devolutivo y en ambos efectos en el caso de ser denegatoria.

ARTICULO 21º.  El recurso de apelación deberá interponerse dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de notificarse las resoluciones expresadas, debiéndose fundar en el escrito de interposición.


El recurso debe ser resuelto en el día, y es deber del actuario arbitrar los medios necesarios para que el Tribunal de grado reciba las actuaciones dentro de las veinticuatro (24) horas de concedido. 


En caso de denegatoria, entenderá el Tribunal de grado en el recurso directo que podrá interponerse dentro de las veinticuatro (24) horas de ser notificada la denegatoria, debiéndose en este caso dictar sentencia dentro del tercer día.

ARTICULO 22º. Del recurso de apelación conocerá la Cámara de apelación respectiva de la misma jurisdicción, la que deberá dictar sentencia dentro de un término que no exceda del tercer día de recibido el expediente.

CAPITULO VII

Reglas procesales complementarias
ARTICULO 23º. Durante la substanciación del proceso y su ejecución quedan habilitados, ministerio legis, días y horas inhábiles. Todos los términos son de carácter perentorio. Las partes tendrán las cargas de comparecer diariamente a Secretaría a notificarse por nota de las resoluciones. La notificación de la demanda, la audiencia de prueba, y la sentencia que acoja o desestime el amparo, se hará personalmente en los domicilios denunciados o constituídos, y por el medio más rápido.

ARTICULO 24º. En este proceso no podrán articularse cuestiones previas, demandas reconvencionales, ni incidentes. El Juez o Tribunal, a petición de parte o de oficio, subsanará todos los vicios e irregularidades del procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumarísima de esta vía, la vigencia del principio de contradicción. Durante la substanciación del procedimiento, el Juez o Tribunal interviniente, podrá ordenar allanamientos y solicitar el auxilio de la fuerza pública. En este juicio no procede la recusación sin causa, siendo deber inexorable del Juez excusarse “ex officio” cuando se encontrare legalmente impedido para conocer.

ARTICULO 25º. En cualquier estado de la instancia el Juez o Tribunal podrá ordenar, a petición de parte o de oficio, medidas de no innovar, las que se cumplimentarán en forma inmediata, sin perjuicio de su ulterior notificación. En caso de hacerse lugar, el Juez o Tribunal podrá exigir la contracautela pertinente para responder de los daños que dichas medidas ocasionaren. La solicitud deberá resolverse en el mismo día de su presentación.


Cuando la suspensión acordada por la medida de no innovar afecte al servicio público o a la administración, podrá ser dejada sin efecto por el Juez o Tribunal, quedando a cargo de la autoridad demandada la responsabilidad de los perjuicios que se deriven de la no ejecución.

ARTICULO 26º.  En los casos en que el órgano o agente de la administración pública o particular requeridos demoraren maliciosamente, de manera ostensible o encubierta, negaren o en alguna forma obstaculizaren la substanciación de la acción, el Juez o Tribunal ordenará pasar las actuaciones a la Justicia competente, a los fines previstos en el Código Penal.

CAPITULO VIII

Mandamientos

ARTICULO 27º.  Cuando una norma imponga a un funcionario o autoridad pública un deber expresamente determinado, aquellos que gocen de la legitimación activa de los artículos 5 y 6 podrán demandar ante el Juez o Tribunal competente su ejecución inmediata y éste, previa comprobación sumaria de la obligación legal y del derecho del reclamante, dirigirá al funcionario o autoridad pública un mandamiento de ejecución.

ARTICULO 28º. Si un funcionario o autoridad pública ejecutare actos expresamente prohibidos por las normas, quien goce de legitimación activa en los términos de los artículos 5 y 6 de la presente Ley podrá solicitar,un mandamiento prohibitivo dirigido al funcionario o autoridad pública. 

ARTICULO 29º. La resolución que acoja o rechace estas pretensiones debe ser dictada en el plazo de 24 horas.

CAPITULO IX

Costas
ARTICULO 30º. Las costas del proceso se impondrán a quien resulte vencido. Si éste fuere la autoridad pública, serán solidariamente responsables el agente estatal y el Estado, o en su caso el órgano a que aquél pertenezca.


No habrá condenación en costas si los hechos, actos, decisiones u omisiones que motivaran la demanda de amparo cesarán antes de que el informe previsto en el artículo 10 hubiera sido evacuado. 


En los juicios de amparo contra el Estado provincial, en caso de rechazarse la acción, el peticionante será eximido del pago de costas, salvo que incurriere en conducta procesal temeraria y maliciosa.

ARTICULO 31º. Las actuaciones del proceso de amparo están exentas de sellado y de todo otro impuesto, los que se repondrán en la forma prevista en el artículo anterior. 

ARTICULO 32º. Modifíquese el  artículo 321 del Decreto-ley 7425/68 -Código Procesal Civil y Comercial-, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


“Artículo 321. Será aplicable el procedimiento establecido en el artículo 496 en los casos previstos por este Código u otras leyes.


Si de conformidad con las pretensiones deducidas por el actor no procediere el trámite del juicio sumario o sumarísimo, el Juez resolverá cuál es la clase de proceso que corresponde. La resolución no será recurrible”

ARTICULO 33º. Derogase la Ley 7166 (Texto Ordenado por el decreto 1067/95) y el inciso 5) del artículo 496 del Decreto-ley 7425/68 -Código Procesal Civil y Comercial-.

ARTICULO 34º. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS


Los derechos consagrados por las constituciones de la Nación y de la Provincia de Buenos Aires no son simples expresiones de deseo, frente al agravio que se les pudiere ocasionar, existen mecanismos que por vía excepcional y en ausencia de otro medio adecuado o cuando la inminencia del daño haría ilusoria su reparación, pueden activarse. 


La garantía del amparo es uno de ellos.


Si bien implícita desde siempre en la Carta Magna, su reconocimiento inspiró una disputa de magnitud para aquellos que desde cualquier sector propugnaban por establecerla, y en ese sentido es larga la lista de pensadores nacionales que forjaron el nacimiento de la institución y lucharon por su implementación mucho antes del efectuado por la jurisprudencia o por la ley.


Sin embargo, no fue sino hasta la interpretación jurisprudencial de mediados de siglo, que logró acogida como método idóneo de protección de derechos fundamentales que necesitaban de una tutela (en Siri y Kot, donde la Corte Suprema de Justicia de la Nación admite la acción para defensa de derechos fuera del Habeas Corpus, en atención al deber de asegurar el pleno goce y ejercicio de las garantías individuales para una efectiva vigencia del Estado de Derecho). 

Exaltaría entonces el máximo tribunal de la Nación: "No son, como puede creerse, las "declaraciones, derechos y garantías", simples fórmulas teóricas: cada uno de los artículos y cláusulas que las sostienen poseen fuerza obligatoria para los individuos, para las autoridades y para toda la Nación. Los jueces deben aplicarlas en la plenitud de su sentido, sin alterar o debilitar con vagas interpretaciones o ambigüedades la expresa significación de su texto, por que son la defensa personal, el patrimonio inalterable que hace de cada hombre, ciudadano o no, un ser libre e independiente dentro de la Nación Argentina" (cita traída por el voto de la mayoría de la Corte Suprema de Justicia al fallar, el 27-12-1957, en autos "Siri, Angel s/ interpone recurso de habeas corpus", CSJ Fallos 239:459, caso angular en el reconocimiento jurisprudencial del amparo, y que corresponde a Joaquín V. González, en Manual de la Constitución Argentina -sobre el cual Bartolomé Fiorini diría que era el "libro más simple pero el más profundo que se ha publicado sobre derecho constitucional argentino", en LL-124 pág. 1361-, pág. 86 y 87, Edición de Angel Estrada y Cia., Bs. As. 1935,). 

 
Palabras del fundador de la Universidad Nacional de La Plata, que a la par que situar nuestro norte en la tarea legislativa que ahora nos ocupa, sirven para tributar un justo homenaje a todos aquellos que disputaron, y disputan desde cualquier sector, la consagración plena y efectiva del amparo al servicio de la justicia.


Aquel criterio fue mantenido luego en el caso “Outón, Carlos José y otros s/ recurso de amparo”, fallo del 29-05-1967, donde incluso se avanzo considerando en el marco del proceso de amparo la constitucionalidad de la disposición que se cuestionaba -un Decreto del Poder Ejecutivo criticado por los trabajadores portuarios pues les impedía ejercer el derecho de trabajar y agremiarse libremente-, sosteniendo que “es elemental en nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas si las encuentran en contraposición con ella; constituyendo esa atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos” (fallos 33:162).


Opinión abandonada a posteriori por la Corte que rechazaba los amparos que requerían un pronunciamiento de inconstitucionalidad, y vuelto a rescatar a partir de 1985 y particularmente a partir del 27-12-90, en autos “Peralta, Luis A. y otro c/ Estado Nacional, Ministerio de Economía-BCRA”, donde destacó (considerando 19), entre otras cosas que: “es función indeclinable de los jueces el resolver las causas sometidas a su conocimiento, teniendo como norte asegurar la efectiva vigencia de la Constitución Nacional, sin que puedan desligarse de este esencial deber, so color de limitaciones de índole procesal”, refiriéndose al artículo 2º inciso d) de la Ley 16.986 (sobre el tema ver Germán Bidart Campos, “El fallo de la Corte sobre el “Plan Bonex” -El amparo: airoso; la propiedad: desprotegida; la constitución: entre paréntesis)”, El Derecho, T. 141, pág. 519 y ss; o “Rescate y revalorización del amparo (El caso “Peralta”)”, por Augusto M. Morello, JA, 1991-II, pág. 794 y ss).


En nuestra Provincia la Suprema Corte ha dicho, con anterioridad a la consagración legislativa, que: “La acción de amparo debe entenderse como una garantía implícita autorizada inmediatamente por la interpretación razonable y fiel de la Constitución” (SCBA, Ac. y Sent. 1961, v. III, p. 403). 

La asunción constitucional de la garantía del amparo en nuestra provincia por parte de la última Convención Reformadora de 1994 -que otorgó rango constitucional al amparo en el texto del artículo 20 apartado 2do.-  contiene un imperativo insoslayable para los legisladores bonaerenses: concretar un régimen procesal que refleje la plenitud que a la acción otorga la Carta Magna, cuidando de no sobrevaluar lo procesal en desmedro del derecho, pues ello equivaldría a colocar lo accesorio y secundario por encima de lo prioritario y fundamental (en palabras de Germán J. Bidart Campos, "Ritualismo procesal y derecho a la jurisdicción", comentario a fallo, E.D. T-138, pág. 539 y 540, que a pesar de haberse destinado a comentar la defensa en juicio son plenamente acertadas para definir la situación que tratamos).


La premisa implica no sujetar la admisión del remedio a tramados rituales que desalienten su promoción aún en presencia de los presupuestos básicos para su postulación, y con ese criterio orientador se ha trabajado en la elaboración de este proyecto.


Un intento que no tuviera en mira ese horizonte podría incurrir en el error que Bartolomé Fiorini sin disimulos señala para con el decreto-ley 16.986, al decir que "so pretexto de una reglamentación de ordenamiento armonizador se la restringe -a la acción de amparo- mortalmente como institución básica para el convivir argentino" (Acción de Amparo. Graves limitaciones e incongruencias que la desnaturalizan, L.L. T-124, pág. 1361); o contradecir la enseñanza de Augusto Mario Morello (Rescate y revalorización del amparo, El caso "Peralta", J.A. 1991-II, pág. 798), cuando sostiene: "El amparo no puede ser visto y menos de una manera preferente o subordinante, con la lente procesal, posponiendo su linaje constitucional y su directa y propia órbita operativa destinada a asegurar de manera efectiva, real y en concreto, los referidos derechos y garantías constitucionales". 

Abundando, el mismo autor ha dicho: "...hemos interpretado, desde su sanción, que la constitucionalización del amparo importó -como se desprende de la lectura de la norma- emancipar a esa nobilísima institución de cualquier vasallaje procesal. Su ejercicio -en las condiciones y observando los presupuestos que determina la misma disposición- es directo, principal y no subsidiario..." (Augusto M. Morello, Posibilidades  y limitaciones del amparo, El Derecho, 22-11-95).


En igual sentido se pronunció la Corte, subrayando que es preciso evitar que el juego de los procedimientos ordinarios torne ilusoria la efectividad de las garantías constitucionales (fallos 239:459; 241:291; 307:2174, considerando 10, citado por Daniel A. Sabsay, Buenos Aires, Junio de 1996, Revista Jurídica del Centro de Estudiantes de Derecho de la UBA).


El plexo normativo que proponemos deroga “la sabia Ley 7166” (Augusto M. Morello y Carlos A. Vallefin, El amparo. Régimen procesal, 2da. Edición, Editora Platense SRL, pág. 311, La Plata, mayo de 1995). Aquella Ley que tuvo basamento en las conclusiones del Tercer Congreso Provincial de Abogados (Azul, Buenos Aires, año 1961), y origen parlamentario en el proyecto enviado por el Dr. Anselmo Marini -Gobernador de la Provincia desde 1963 hasta su derrocamiento en 1966-, hecho que merece destacarse, atento se trato de un gobierno constitucional el que empujó el nacimiento del régimen procesal del amparo, como un medio de frenar los actos de arbitrariedad e iniquidad manifiesta de los funcionarios que representan a la voluntad del Estado, en un período institucional que se caracterizó por la ampliación y mayor participación popular en el proceso democrático iniciado bajo la presidencia del Dr. Illia, al mismo tiempo que desaparecían de un plumazo todas las restricciones y represiones ideológicas existentes en aquellos años. 


El novel texto constitucional que hoy se pretende adquiera regulación adjetiva, es amplio a la hora de definir el ámbito de aplicación del amparo, habilitando su práctica cuando por cualquier acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, se lesione, amenace o restrinja, en forma actual o inminente, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos individuales y colectivos reconocidos explícita o implícitamente en la Constitución nacional o en la Constitución provincial. Interpretando ese criterio, el proyecto incluye los establecidos en los tratados internacionales sobre derechos humanos que tengan, o lleguen a obtener en el futuro jerarquía constitucional, lo cual se condice con la última reforma constitucional a nivel nacional acaecida en 1994.


De la misma forma, el texto constitucional es generoso cuando estipula las características del procedimiento para llevarlo adelante, imponiendo directivas precisas que no dan lugar a demoras, cuando propone ensanchar la base de la legitimación para activarlo, o cuando admite la declaración de la inconstitucionalidad de la norma lesiva, y es terminante al concluir disponiendo explícitamente su operatividad ante ausencia de reglamentación. 


Siguiendo con la iniciativa que proponemos, la misma recepta en gran parte la media sanción -luego no tratada por el Senado, expediente C-103/98-99- que ésta Cámara otorgara en septiembre de 1998 al despacho elaborado por la Comisión Especial para el estudio, investigación y propuestas de adecuación de las leyes actualmente vigentes de la Provincia de Buenos Aires a lo establecido por la nueva Constitución de la Provincia, sobre la base de los proyectos D-27/97-98 del Diputado Osvaldo José Mercuri, D-433/97-98 del Diputado Juan Carlos Correa, D-66/98-99 del Diputado Gustavo Daniel Ferrari y otros (la totalidad de los integrantes del Bloque de la UCR según su composición a ese momento, D-405/98-99 del Diputado Daniel Cieza, y D-1524/98-99 del Diputado Guillermo Oliver. 


En lo sustancial, el texto que proponemos rescata la Ley 7166, a la que incorpora las modificaciones devenidas del reformado texto constitucional.


La vuelta al origen, a la normativa primigenia, implica por una parte, acabar con las modificaciones impuestas por "el facto", a través del Decreto-Ley 7261/66 a aspectos esenciales de la Ley 7166, posición compartida por la doctrina (como el Dr. Carlos Vallefin, en la Jornada de Reflexión y Análisis sobre Amparo y Hábeas Data, que organizada por la Vicepresidencia Segunda de la Cámara, a cargo entonces del actual Presidente del cuerpo, Diputado Ferro y de la cual participaran el Dr. Altmark, el Dr. Lazzarini, el Dr. Martinez y el Dr. Quiroga Lavie, tuvo lugar el 10 de diciembre de 1996, donde, y aludiendo a la posibilidad de mantener la Ley 7166 con reformas o dictar una nueva norma, el reconocido autor dijo: “me inclino por mantener la Ley y sólo agregarle ligeras reformas, que es lo que simplemente necesita y que de ningún modo implica una reforma tibia o que no se cumpla con el mandato constitucional, ni tampoco se condena a los habitantes a una Ley obsoleta...Se trata de mantener aquellos puntos que no ofrecieron discusión durante tres décadas y que resultan inobjetables y con los cuales los ciudadanos están familiarizados a la par que permite una mejor defensa de los intereses del Estado, toda vez que tiene un largo manejo de esta Ley.”)


Y por otra, terminar con una interpretación jurisprudencial asfixiante y ritualista que ha hecho del amparo un remedio judicial poco menos que inútil, apreciación compartida mayoritariamente por la doctrina local.


Sentado el principio de orden general en cuanto a la necesidad de elaborar una norma que sustituyera en su totalidad la existente -aunque desde luego rescatando las partes esenciales que tuvieran concordancia con el texto constitucional-, la labor se centro en lo atinente a la procedencia, o ámbito de la acción de amparo, donde se asume la literalidad constitucional, incluyendo la procedencia contra todo acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, que lesione o amenace en forma actual o inminente, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos constitucionales individuales y colectivos, aunque con leves distingos que fueron formulados en orden al acogimiento en mejor medida del amparo. 


Se optó entonces por una enunciación expresa amplia respecto de las normas donde debían estar contenidos los derechos y garantías colectivos tutelados, con base en la idea de que en materia de defensa de las libertades y garantías deben acotarse futuros criterios restrictivos de interpretación.


De allí la redacción del texto final incluye la procedencia frente a la vulneración de “cualesquiera de los derechos individuales y colectivos reconocidos explícita o implícitamente”, tanto en la Constitución Nacional como en la Constitución Provincial, e 

incluso de los establecidos en los tratados internacionales sobre derechos humanos que tengan “o lleguen a obtener en el futuro” jerarquía constitucional, ello como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional.


Junto con el tratamiento de la legitimación –quien puede o no interponer la acción de amparo-, los supuestos de improcedencia –en especial el que refiere a la relación del amparo con otras vías judiciales o administrativas- fueron objeto de especial estudio, por tratarse de dos puntos angulares en la reglamentación.


La importancia de definir la relación del amparo con otros remedios judiciales o administrativos esta dada porque la mayoría de los amparos procede o es rechazado con fundamento en estas disposiciones, en la existencia de otra vía, de otro camino, tal la modificación que el Decreto 7261 introdujo a la Ley 7166 y que limito fatalmente el ámbito de la acción de amparo. 


Entendíamos que era necesario definir correctamente la cuestión, no dando margen a interpretaciones futuras de la Ley que pudieran arrojar resultados no queridos. Por ello culminamos una redacción que busca la tutela efectiva, y no solamente la formal: el amparo no procederá Cuando se puedan utilizar con efectividad los remedios ordinarios administrativos y judiciales. El amparo resultará siempre procedente si el recorrido por las vías ordinarias puede causar un daño grave e irreparable al afectado. 

Un apartado final confirma este propósito: En caso de duda el Juez o Tribunal deberá brindar la tutela inmediata y efectiva que la acción de amparo requiera.


Se enuncian en forma expresa las causales de improcedencia de la acción, entre otros motivos por la clara definición que respecto de las otras vías creíamos debía efectuarse, y se consignan sistematizadamente en un mismo artículo. 

 
Respecto de la ampliación del plazo de interposición, se amplia de 30 a 60 días, con fundamento en lo exiguo del acordado por la Ley 7166 (la Ley nacional prevé 15 días) y como garantía de una mejor disposición para poder interponer la acción. 

Sobre la inconstitucionalidad, la Constitución de 1994 habilita la declaración de la norma en que se funda el acto u omisión lesivo, y el proyecto no evita definirse sobre si la misma podrá ser declarada de oficio o a pedido de parte, o solo podrá declararla el Juez a pedido de parte, suscribiendo el primero de estos criterios, por entender que era el adecuado, en el marco de una interpretación del texto constitucional que parece avalar esta tesitura.


Respetando el texto constitucional, respecto del órgano judicial competente, se adopta como propia su definición, distinguiéndose entre: a) la radicación común, efectuable ante cualquier Tribunal o Juzgado de Primera Instancia con competencia territorial y por materia, turno y grado, a los efectos de preservar la especificidad jurisdiccional; y b) una competencia de urgencia que permite la radicación ante cualquier Juez letrado -conforme a la manda constitucional-, el cual deberá remitir en un plazo de 24 hs. la causa al órgano competente, conforme las reglas precedentes, para su radicación definitiva, previa adoptación de todas las medidas que no admitan dilación.

 
En cuanto a la legitimación activa, uno de los puntos de mayor trascendencia atento la importancia que la definición de este tópico tiene en el futuro éxito o fracaso de la acción de amparo, debíamos optar por decidir sí el Defensor del Pueblo estaba legitimado para interponer la acción de amparo en el caso de los llamados derechos de incidencia colectiva o no lo estaba.


Dejando de lado que hoy esta discusión carece de sentido, atento la extensión dada a la legitimación activa del Defensor del Pueblo en su normativa orgánica que esta siendo tratada por ésta Cámara, y que no deja lugar a dudas respecto de la habilitación que posee para actuar ante los estrados de la justicia, es prudente reseñar algunas de las motivaciones que llevaron a incluir a esta figura entre aquellos legitimados activos en el caso de derechos colectivos.


En primer lugar se verificó que esta posición era compartida por el Poder Ejecutivo de la Provincia, que por medio del proyecto A-33-96-97, remitido al Senado en diciembre de 1996 y elaborado por una Comisión de juristas reunidos en el ámbito de la Subsecretaría de Justicia específicamente receptaba al Defensor del Pueblo entre los legitimados activos para el caso de derechos de incidencia colectiva. 



La observación efectuada por el Poder Ejecutivo al segundo párrafo del artículo 1 de la Ley 12061 de Ministerio Público por medio del Decreto 4515 del 19 de diciembre de 1997, vuelve a ratificar su posición: dice que las referencias que realiza el párrafo observado a los intereses colectivos o difusos, incursiona en materia sumamente ardua en la que deben necesariamente atenderse y compatibilizarse normas constitucionales y competencias y facultades asignadas a diversos funcionarios específicos, tales como “los jueces o tribunales en lo contencioso administrativo y el Defensor del Pueblo”, con lo cual no hace más que convalidar la postura que asumiera con la remisión del proyecto A-33-96-97.


Esta coincidencia, entre este proyecto y la posición del Poder Ejecutivo, esta basada en la interpretación lisa y llana del texto constitucional. El artículo 55 de la Constitución pone a cargo del Defensor del Pueblo “la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”


El inciso 2 del artículo 20 expresamente dice que el amparo procederá cuando se intente vulnerar “el ejercicio de los constitucionales individuales y colectivos”

Una simple concordancia entre los textos arroja la síntesis buscada: siendo el Defensor del Pueblo el encargado de la defensa de los derechos colectivos de los habitantes COMO NEGARLE ACUDIR A LA JUSTICIA EN CASO DE DARSE LOS RECAUDOS DEL AMPARO. 


Si bien las acciones que desarrolla el Defensor del Pueblo se desenvuelven en un ámbito que puede calificarse de extra-jurídico, la posibilidad de acudir al sistema judicial para cumplir con su misión de protección de los derechos e intereses de la comunidad tiene una enorme significación social.


El enorme espectro de situaciones que pueden atentar contra la comunidad y sin embargo permanecer en el ámbito descripto, constituye una limitación al control basada más en problemas prácticos-operativos que en una fundamentación de principios.


Por ello revestir de legitimación activa al Defensor del Pueblo para accionar contra medidas que puedan resultar contrarias a intereses colectivos, resulta un avance substancial, previsto por la Constitución y que aparece inobjetable recogerlo en esta propuesta.

Sobre las normas de procedimiento, baste decir que se efectúa una remisión al Código Procesal Civil y Comercial con carácter supletorio, en todo aquello no previsto y compatible con la naturaleza de la acción, junto con la inclusión de algunas pautas objetivas que responden al marco general de celeridad procesal que se le intenta dar al instituto. 


Asimismo se mantiene el llamado “informe circunstanciado” para el caso de que demandado sea el Estado, con fundamento en la obligación de contestarlo, que se anteponía a la variante de no hacerlo como estrategia puramente procesal adoptada en el supuesto de contestación de demanda.


Relativo también al ámbito procesal, se adoptó el libramiento de dos mandamientos directos e inmediatos: a) el de ejecución, cuando una norma impone al poder público un deber expresamente determinado y este lo omite; b) el de prohibición, cuando ejecuta actos expresamente prohibidos. 

En síntesis, el texto que elevamos como proyecto de Ley a consideración de los Sres. Diputados, interpreta fielmente las disposiciones constitucionales establecidas en el artículo 20 inciso 2, en la hipótesis de trabajo de que éste es el marco conceptual, al que resta el enfoque adjetivo de la cuestión, que debe estar demarcado por principios generales de celeridad procesal y la claridad del texto constitucional.


Para ello se rescata en lo esencial la primitiva Ley 7166, con su semblante democrático y orientador, terminando con las modificaciones impuestas por el régimen dictatorial, e incorporando las enmiendas devenidas del nuevo artículo 20 de la Constitución Provincial.

